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ACCIONANTE: YEHIMYN ARIEL HERNÀNDEZ M
NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Proceso:    
Acción de Tutela – Niega por hecho superado
Radicación Nro. :
660012204000 2017 00211 00
Accionante: 
YEHIMYN ARIEL HERNÁNDEZ MUÑOZ

Accionado:
FISCALÍA SEGUNDA ESPECIALIZADA DE PEREIRA
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. Según informó la titular de la Fiscalía Segunda Especializada de esta ciudad, ya le fueron remitidas mediante correo certificado las copias de la totalidad de la carpeta en los términos solicitados por él, tal como consta en la planilla adjunta a la respuesta de la tutela. De igual forma, la Sala procedió a verificar lo pertinente con el abogado del tutelante, y éste confirmó que recibió la documentación en cita, aunque refirió que la misma no se encuentra autenticada. Se observa entonces que por parte de la Fiscalía accionada se le dio al actor respuesta en relación con la petición que elevó, lo que permite concluir que se dio cumplimiento a lo pedido como pretensión del amparo y se han superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional. Acorde con lo anterior, al haberse satisfecho el objeto de la petición suscrito por el  actor se negará el amparo constitucional impetrado, por  configurarse un hecho superado. Indefinido y constante, y dentro del cual pueden haber insumos, procedimientos y medicamentos que se encuentren por fuera del POS, y por ende conlleva a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esa enfermedad, como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, el seguimiento de los tratamientos para la enfermedad, ello como una garantía mínima que se debe preservar por parte de la EPS, la cual tiene el deber de gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación. 
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                                                    RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinte (20) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)

                                                              Acta de Aprobación N° 969
                                             Hora:1:40 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor YEHIMYN ARIEL HERNÁNDEZ MUÑOZ mediante apoderado judicial contra la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados los derechos fundamentales de petición, información e igualdad.     

2.- SOLICITUD 

Lo narrado en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) en junio 20 de 2017 el apoderado del señor HERNÁNDEZ MUÑOZ radicó ante la Fiscalía Segunda Especializada de esta ciudad derecho de petición, en el cual solicitó la expedición a su costa de copia íntegra y auténtica del expediente o carpeta del proceso penal adelantado en contra de su representado; (ii) en la misma fecha radicó igual solicitud en el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, y mediante oficio Nº 556 de junio 21 de 2017 le informó que la competente para darle trámite a su solicitud era la referida Fiscalía; (iii) la titular de la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira (Rda.) en oficio de julio 04 de 2017 le pidió anexar poder en el que se indicara de manera expresa la facultad para obtener copias del proceso, y allegar el original del mismo, requerimiento con el que se cumplió el 18 de ese mismo mes y año; (iv) hasta el momento no ha obtenido respuesta a su pedimento, y requiere esos documentos para acceder a una reparación directa por privación injusta de la libertad; y (v) con la citada omisión se vulneran los derechos fundamentales de petición, información, a una pronta y cumplida justicia, así como también la igualdad, puesto que tiene conocimiento que a otras personas que han realizado la misma solicitud les han entregado las copias.

Con fundamento en lo anterior, solicita el amparo de las mencionadas garantías, y en consecuencia, se le ordene al despacho Fiscal accionado expedir las aludidas copias con la respectiva autenticación. 
3.- CONTESTACIÓN

La titular de la Fiscalía Segunda Especializada de esta ciudad indicó que en la fecha en la que el accionante presentó el derecho de petición se encontraba en periodo vacacional, pero su asistente le informó que de la misma le corrió traslado al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, toda vez que en el escrito se indicó que se había proferido sentencia.

Señala que en virtud de la presente acción, su asistente se dirigió nuevamente al referido juzgado, y allí le manifestaron que en efecto se le dio respuesta al apoderado del accionante en junio 21 de 2017, comunicación que cuenta con el recibido del togado, en la que le aclararon que el proceso no fue cerrado en virtud de una sentencia absolutoria sino de una solicitud de preclusión elevada por la Fiscalía y resuelta por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.).

Lo anterior demuestra que sí se le dio trámite a la petición elevada, y el abogado el accionante debió realizar un nuevo requerimiento a la Fiscalía en el que aclarara la situación para que pudiera proporcionarse las copias del referido proceso; no obstante, en observancia de la economía procesal el despacho a su cargo le envió copia del proceso clausurado con preclusión con NUNC 660016000035201602563 por el delito de fabricación, tráfico y porte de armas de uso privativo de las fuerzas armadas, que se adelantó YEHIMYN ARIEL HERNÁNDEZ MUÑOZ.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes. 
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar el despacho fiscal involucrado, a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Del estudio del presente caso se desprende que lo pretendido por el señor YEHIMYN ARIEL HERNÁNDEZ MUÑOZ al concurrir ante el juez constitucional mediante apoderado judicial, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra  sus  derechos fundamentales de petición, información e igualdad, como quiera que por parte de la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira (Rda.) no le había sido entregada copia íntegra y auténtica del expediente correspondiente al proceso tramitado en su contra, pese a que elevó solicitud con ese propósito desde junio 20 de 2017.

Al respecto indicó que la omisión de la accionada le impide solicitar la reparación directa a la que considera tener derecho por haber sufrido una privación injusta de la libertad, y también atenta contra la igualdad, puesto que otras personas en igual situación han pedido las copias referidas y les han sido suministradas.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

La Corte Constitucional ha trazado lineamientos generales en lo que hace con el derecho de petición
, e igualmente la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio, se tiene que la petición elevada por el señor YEHIMYN ARIEL por intermedio de su abogado estaba dirigida a que se le suministrara copia auténtica y completa del expediente con NUNC NUNC660016000035201602563, que por el delito de fabricación, tráfico y porte de armas de uso privativo de las fuerzas armadas se adelantó en su contra.
Según informó la titular de la Fiscalía Segunda Especializada de esta ciudad, ya le fueron remitidas mediante correo certificado las copias de la totalidad de la carpeta en los términos solicitados por él, tal como consta en la planilla adjunta a la respuesta de la tutela. De igual forma, la Sala procedió a verificar lo pertinente con el abogado del tutelante, y éste confirmó que recibió la documentación en cita
, aunque refirió que la misma no se encuentra autenticada.
Se observa entonces que por parte de la Fiscalía accionada se le dio al actor respuesta en relación con la petición que elevó, lo que permite concluir que se dio cumplimiento a lo pedido como pretensión del amparo y se han superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional
.

Acorde con lo anterior, al haberse satisfecho el objeto de la petición suscrito por el  actor se negará el amparo constitucional impetrado, por  configurarse un hecho superado.  
No obstante, en atención a lo informado por el abogado del accionante, se instará al despacho Fiscal para que proceda a efectuar la respectiva autenticación de los documentos, conforme lo solicitado por él
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el señor YEHIMYN ARIEL HERNÁNDEZ MUÑOZ, por tratarse de un hecho superado. 

SEGUNDO: SE INSTA a la Fiscalía Segunda Especializada de esta ciudad para que proceda a efectuar la respectiva autenticación de los documentos, conforme lo solicitado por el tutelante. 

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� En la sentencia T-043/09 se señaló: “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. -negrilla de la Sala-


� Ver constancia obrante a folio 29 C.O.


� Ver entre otras, sentencia T-727 de 2010. 
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